
MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES – Caducidad / CADUCIDAD MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES – No operó por presentación dentro del término legal de la demanda / MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES – Por nulidad absoluta de contrato estatal / NULIDAD ABSOLUTA DE CONTRATO ESTATAL – Procede medio de control de controversias contractuales 
La parte actora pretende la nulidad absoluta del contrato n.° SA 036 OP 2011, suscrito entre el municipio de Sincelejo y la Unión Temporal Sincelejo Siglo XX, dada la “ilegalidad” de la resolución de adjudicación número 2301 de agosto 2 de 2011 y al tiempo el restablecimiento del derecho que estima vulnerado, representado en los perjuicios derivados de la decisión contenida en el acto ya relacionado. Para el efecto y con miras a que se contabilice la oportunidad de la pretensión indemnizatoria, invoca el término de caducidad establecido por la Ley 1437 de 2011
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Por razones de seguridad jurídica, eficiencia y economía procesal, el legislador dispone la extinción de los medios establecidos para acceder a la justicia en el término previsto; estableciendo así la carga de que se acuda con prontitud, esto es, dentro del plazo fijado por la ley, so pena de que la posibilidad de hacerlo se extinga. Las normas de caducidad son de orden público, esto es, de obligatorio cumplimiento, en cuanto se fundan en interés de que los litigios no persistan en el tiempo, en desmedro de la convivencia pacífica y que las entidades públicas puedan definir las gestiones y las políticas estatales en la materia. Sin aguardar indefinidamente la solución de controversias que podrían impedir su adopción y ejecución. 

FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 138 / LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 139 / LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 141 / LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 164

MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - Fundamento normativo / CADUCIDAD MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - Para demandar actos precontractuales de adjudicación del contrato estatal / CADUCIDAD MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - Término de cuatro meses contados a partir del día siguiente a la notificación, comunicación, ejecución o publicación del acto demandado
Según el artículo 141 del C.P.A.C.A, “los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la actividad contractual, podrán demandarse en los términos de los artículos 137 y 138 de este Código, según el caso”. Así, en los términos del artículo 164 de la misma normatividad las resoluciones de adjudicación controvertidas a través del medio de control de nulidad y restablecimiento, se demandan cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente a su notificación, ejecución o publicación, según el caso.

FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 138 / LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 139 / LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 141 / LEY 1437 DE 2011 - ARTICULO 164

CADUCIDAD MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - Operó por encontrarse presentación extemporánea de la demanda en relación con la pretensión indemnizatoria / CADUCIDAD DEL MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - Se encontró fenecido el término para demandar el acto de adjudicación del contrato estatal / CADUCIDAD MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES - No operó por presentarse dentro de los dos años señalados por la norma / MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES - Procedente en relación con la pretensión de nulidad absoluta del contrato estatal / RECHAZO DE DEMANDA - Es dable su declaratoria en lo que respecta a la pretensión de nulidad y restablecimiento del derecho
Aunque la demanda se presentó en vigencia de la Ley 1437 de 2011, debe concluirse que, para entonces, la oportunidad de invocar el restablecimiento, en contra de la resolución de adjudicación ya había fenecido y en consecuencia, por este aspecto, la providencia impugnada habrá de confirmarse; empero revocarse en cuanto a la pretensión de nulidad absoluta del contrato. Esto es así, porque el actor contaba con dos (2) años para interponer el medio de control de controversias contractuales, en orden a controvertir la validez del contrato lo hizo en tiempo, si se considera que la oportunidad vencía el 2 de julio de 2014 y la demanda fue presentada el 24 de julio de 2013. En este orden de ideas, la Sala revocará la decisión impugnada en cuanto rechazó la demanda, en lo que tiene que ver con el medio de control de control de controversias contractuales, dado que la nulidad absoluta se demandó en tiempo. En consecuencia, se devolverá la actuación al Tribunal, para que se pronuncie sobre su admisión, teniendo presente que la demanda, en lo que respecta a la nulidad absoluta del contrato se presentó en oportunidad.
FUENTE FORMAL: LEY 1437 DE 2011 – ARTICULO 141 
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION TERCERA

SUBSECCION B
Consejera ponente: STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Bogotá, D.C., veintinueve (29) de enero de dos mil quince (2015) 

Radicación número: 70001-23-33-000-2013-00179-01(49056)

Actor: VALORCON S.A. - KMC S.A.S. - JORGE LUIS DAZA GARCIA
Demandado: MUNICIPIO DE SINCELEJO
Referencia: APELACION AUTO - LEY 1437 DE 2011 - MEDIO DE CONTROL DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES
Resuelve la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte actora, a través de apoderado, contra el auto del 30 de agosto de 2013, por medio del cual el Tribunal Administrativo de Sucre rechazó la demanda por caducidad de la acción. 
ANTECEDENTES 

El 24 de julio de 2013, las sociedades VALORES Y CONTRATOS S.A. VALORCON S.A., KMC S.A.S.
 y el señor Jorge Luis Daza García
, a través de apoderado y en ejercicio del medio de control de controversias contractuales, presentaron demanda contra el municipio de Sincelejo, para que “se declare la nulidad absoluta del contrato estatal de obras No SA 036 OP 2011 de fecha agosto 5 de 2011 suscrito entre el municipio de Sincelejo a través del alcalde encargado Marcos Montes Bohórquez y la unión temporal Sincelejo Siglo XX, con fundamento en la ILEGALIDAD de la resolución número 2301 de agosto 2 de 2011 expedida por dicho municipio, por medio de la cual se adjudicó un contrato a través de la modalidad de selección abreviada de menor cuantía, por declaratoria de desierta de la licitación No SA 036-OP 2011”. Adicionalmente se invoca el restablecimiento de los derechos vulnerados. 
Las pretensiones se formulan así:

“PRIMERO Que se declare la nulidad absoluta del contrato estatal de obras No SA 036 OP 2011 de fecha agosto 5 de 2011 suscrito entre el municipio de Sincelejo a través del alcalde encargado Marcos Montes Bohórquez y la unión temporal Sincelejo siglo XX, con fundamento en la ILEGALIDAD de la resolución número 2301 de agosto 2 de 2011 expedida por dicho municipio, por medio de la cual se adjudicó un contrato a través de la modalidad de selección abreviada de menor cuantía, por la declaratoria de desierta de la licitación No. SA 036-OP 2011.
El objeto de la selección fue Construcción de pavimento en concreto rígido de las vías rurales: Sincelejo–Sierra Flor segunda etapa, Sincelejo –Las Palmas segunda etapa, y Sincelejo–Buenavista primera etapa en el municipio de Sincelejo.

La resolución 2301 de 2011 expresa en su primer artículo:

ARTÍCULO PRIMERO: Adjudicar al proponente UNION TEMPORAL SINCELEJO SIGLO XX representada por el señor FIDEL ANTONIO OVIEDO MACEA el contrato que se celebrará con ocasión del proceso de selección abreviada de menor cuantía por declaratoria de desierta la licitación No SA 036 MC-2011, cuyo objeto es la construcción de pavimento en concreto rígido de las vías rurales: Sincelejo– Sierra flor segunda etapa, Sincelejo– Las palmas segunda etapa, al proponente unión temporal Sincelejo siglo XX por valor de diez mil novecientos treinta y un millones ochocientos cincuenta y siete mil doscientos setenta y tres pesos moneda legal ($10.931.857.273).
SEGUNDO Que se declare que el municipio de Sincelejo es administrativamente responsable de los perjuicios sufridos por VALORES Y CONTRATOS S.A, KMC S.A.S. y el señor JORGE LUIS DAZA GARCÍA por la declaratoria de nulidad que se solicita en la pretensión anterior.

2.1 Pretensiones Patrimoniales

PRIMERO Que como consecuencia de la NO adjudicación del contrato se condene al Municipio de Sincelejo a cancelar los perjuicios ocasionados a mis representados, correspondientes al lucro cesante, en virtud de la NO adjudicación, celebración y ejecución con estos, del contrato a que se refiere la Selección Abreviada N° SA-036-OP-2011 por declaratoria de desierta de la liquidación No SA 036-OP 2011.

Lucro cesante:

B. Es de $417.246.460. El equivalente al cinco por ciento (5%) por concepto de la utilidad dejada de percibir, sobre el costo directo de la oferta económica presentada en la propuesta, que fue por un valor total de $8.344.929.215.90, esto es, sin incluir el concepto de de (sic) administración imprevisto y utilidad, AIU. La utilidad del cinco por ciento sobre dicho monto es $417.246.460, ósea (sic) sobre los costos directos de la oferta. Folios 287-290 propuesta unión temporal las Palmas 2011 (ver numeral 6.6 concepto de violación de la demanda).
LUCRO CESANTE. Cuatrocientos diecisiete millones doscientos cuarenta y seis mil cuatrocientos sesenta pesos ($417.246.460)

TOTAL PATRIMONIALES Cuatrocientos diecisiete millones doscientos cuarenta y seis mil cuatrocientos sesenta pesos ($417.246.460).    
SEGUNDO: Para compensar la pérdida del valor adquisitivo de la moneda colombiana se ordenará actualizar el valor de la condena al momento de la sentencia.

TERCERO: Condenar al municipio de Sincelejo a reconocer y pagar el interés legal sobre las sumas de dinero que resultasen de los valores actualizados conforme con la pretensión anterior y a partir de la declaratoria de la adjudicación del contrato hasta la fecha de ejecutoria de la sentencia.

CUARTO: Condenar al Municipio de Sincelejo y a favor del demandante a pagar los intereses comerciales y moratorios sobre la condena”.    
Para el efecto, los actores expusieron, entre otros, los siguientes hechos:

i) El municipio de Sincelejo adelantó selección abreviada por la declaratoria de desierta de la licitación n.° SA 036-OP 2011, cuyo objeto fue la construcción de unas vías rurales en pavimento de concreto rígido.
ii) Cumplidas las etapas pertinentes, el Comité Evaluador habilitó todas las propuestas para elaborar su informe.

iii) La Unión Temporal LAS PALMAS 2011 presentó observaciones a la evaluación, en las que dejó plasmado que la propuesta de la Unión Temporal SIGLO XX no cumplía con los requisitos establecidos en los pliegos de condiciones.

iv) La administración municipal no acogió las observaciones, en su lugar ratificó la evaluación, al tiempo que puso de presente que la propuesta presentada por la UNIÓN TEMPORAL Sincelejo Siglo XX se ajustó a lo exigido, pasando por alto las observaciones sobre la determinación de los valores en SMMLV. Aunado a que, “en ninguna parte de la evaluación final se dijo que uno de los contratos exactamente el 108 de 2010 estaba en ejecución del 85%, ello se dijo en la respuesta a la observación. No hay prueba que ello se haya acreditado por el proponente que ganó el proceso de contratación”.

v) El Comité Evaluador, “en contravía a la propia regla de los pliegos de condiciones, numeral 3.1.2, Subtítulo “experiencia específica” del proponente validó y aceptó como requisito habilitante la experiencia específica de la UNIÓN TEMPORAL SINCELEJO SIGLO XX relacionada en el Formulario No. 2A”.

vi) El contrato se adjudicó mediante resolución n.° 2301 del 2 de agosto de 2011 y se suscribió el 5 del mismo mes y año.
Providencia Impugnada 

Mediante auto del 30 de agosto de 2013, el Tribunal Administrativo de Sucre rechazó la demanda, por caducidad del medio de control. Consideró el a quo que i) la nulidad absoluta contra contratos estatales pretendida por la actora, en cuanto pretende atacar la resolución mediante el cual se adjudicó el contrato comporta controvertir la nulidad y restablecimiento del derecho, al margen de una controversia contractual; ii) la legitimación en la causa para demandar en ejercicio del medio de control de controversias contractuales la ostentan únicamente las partes que suscribieron el contrato; iii) los actos precontractuales, según el artículo 141 del C.P.A.C.A., podrán demandarse en los términos de los artículos 137 y 138 ibídem y iv) el término para demandar los actos precontractuales es de cuatro meses, contados a partir del día siguiente al de su comunicación, ejecución o publicación. 

Señala el tribunal, además que, si bien la parte actora instaura el medio de control de controversias contractuales, “no ha hace énfasis en ninguna de las causales” previstas en los artículos 44 y 45 de la Ley 80 de 1993, empero si establece como “pretensión principal de la demanda la solicitud de anulación absoluta del contrato que da origen a estas actuaciones, utilizando como fundamento la ilegalidad de la resolución N° 2301 del dos (02) de agosto de 2011, que no es otra cosa que el acto de adjudicación del contrato”; en consecuencia, como se pretende atacar la resolución mediante la cual se adjudicó el contrato “disposición que constituye un acto administrativo separable, de carácter particular y concreto”,  deberá invocarse el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho.  
Además, al respecto pone de presente que la Unión Temporal Palmas 2011
 no está legitimada para demandar en ejercicio del medio de control de controversias contractuales, de conformidad con el artículo 141 del C.P.A.C.A., toda vez que su interés radica en que se declare la nulidad de la adjudicación del contrato, razón suficiente para reiterar que el medio idóneo es el de la nulidad y restablecimiento del derecho. Igualmente, sostiene que la norma antes citada, respecto de los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la actividad que el mismo demandado, podrán demandarse en los términos de los artículos 137 y 138 ibídem. Así mismo, respecto de la caducidad de los actos precontractuales señala que, conforme al numeral 2, literal d) del artículo 164 del C.P.A.C.A. para demandar la nulidad de un acto administrativo precontractual se debe ejercer el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, dentro del término de los cuatro meses contados a partir del día siguiente al de la comunicación, notificación, ejecución o publicación del mismo. Señala la decisión:

“(…) la Unión Temporal las Palmas 2011, está legitimada en la causa por activa para interponer el medio de controversias contractuales (…); sin embargo, lo cierto es, que su interés radica en que se declare la nulidad de la adjudicación de aquel, de allí que el medio de control intentado sea improcedente; luego, frente a este hecho, se desvanece, su oportunidad para plantear dicha anulación, puesto que como se viene indicando el medio de control idóneo es la nulidad y restablecimiento del derecho, para atacar el acto de adjudicación; el cual debía interponerse en el término estatuido para ello” –se subraya-.  
Para efecto de la caducidad se sostiene:
“(…) se evidencia, según obra en el libelo demandatorio que el acaecimiento del acto administrativo contractual sucedió el 02 de agosto de 2011, periodo este que se tomará en cuenta para efectos de determinar la caducidad; ahora bien, con el fin de agotar el requisito de procedibilidad fue formulada solicitud de conciliación a la Procuraduría delegada ante este Tribunal el día 10 de febrero de 2012, fecha en la cual había vencido el término de los cuatro (04) meses establecidos en la Ley; por consiguiente al momento de presentación del medio de control, esto el 25 de julio del año actual, ya se encontraba caducada”.  

Recurso de apelación

La parte actora interpone recurso de apelación. Pone de presente que lo pertinente, en este caso, tiene que ver con acudir al medio de control de controversias contractuales, como aconteció, acorde con los hechos en los que se fundan las pretensiones, sucedidas en vigencia del Código Contencioso Administrativo; de lo que se sigue una caducidad de dos años, en los términos del artículo 87 del estatuto en mención.  Se sostiene:

“(…) el operador de turno aplica varias normas, como los artículos 137, 138, 141, 164 del CPACA que empezó a regir en Julio de 2012 y no existían al momento de la ocurrencia de los hechos, para RECHAZAR la demanda, es asombroso tal interpretación pues desconoce el principio de ultractividad de la ley, entendiendo que la ley que ampara los hechos que ocurrieron, es el Código Contencioso Administrativo porque regía en el año 2011, precisamente por la ocurrencia de los sucesos que sirven de soporte en la demanda y en aquel entonces no existía ni mandaba el actual CPACA (…) por lo tanto es la norma que dio lugar al nacimiento del fundamento de derecho y que sirve de soporte a los sucesos que ahora se demandan, la que debe aplicarse, pensar lo contrario, es cercenar el derecho de los actores, interpretar erróneamente el derecho y negar el acceso a la justicia”.
Adicionalmente la parte actora señala:

“(…) lo que se pretende con la demanda, es la nulidad de un contrato con base en una acción contractual, no existe apoyo legal en ninguna acción de restablecimiento del derecho, ni en los artículos 137, 138, del CPACA, pues bajo el argumento legal expuesto, el contrato una vez firmado se demandaba precisamente con base en la nulidad de la resolución de adjudicación como lo autorizaba el precipitado artículo 87 del C.C.A., … Una vez celebrado éste, la ilegalidad de los actos previos solamente podrá invocarse como fundamento de nulidad absoluta del contrato…, ya que según la propia norma no le quedaba otra opción al actor respectivo sino acusar el propio contrato con base en un acto anterior como fue la adjudicación y ese concepto tan claro no implica sino que se acudiera a la acción contractual porque el contrato valga la reiteración, ya está suscrito, y la norma permitía demandarlo dentro de un espacio de dos años asunto que se impetró correctamente en esta ocasión”.      
Finalmente, expone:

“(…) en el hipotético caso que existiese duda sobre el término de caducidad de la acción que ahora se tramita, solicito la aplicación de los principios de pro actione y pro damato a favor de los actores pues son estos los desfavorecidos y afectados con las decisiones que adoptó el Municipio de Sincelejo con la adjudicación y suscripción del contrato que ahora se demanda su nulidad”.   
CONSIDERACIONES

1. Competencia 

La  Sala es competente para decidir el presente asunto, porque se resuelve la impugnación interpuesta contra la providencia mediante la cual el Tribunal Administrativo de Sucre rechaza la demanda, en un proceso cuya segunda instancia le corresponde resolver a esta Corporación, como lo disponen los artículos 150 y 243 numeral 1 del C.P.A.C.A.
2. El derecho de acceso a la justicia 

El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo establece requisitos que las demandas deben observar para que se proceda a su admisión, relacionados con el cumplimiento de los presupuestos encaminados a que la litis pueda resolverse de fondo, en el marco de las garantías procesales de las partes y de los terceros, sin afectar en todo caso el derecho de acceso a la justicia de quienes presentan a los jueces los litigios para obtener una solución.

Ahora bien, respecto del derecho fundamental en mención, la Sección Tercera de esta Corporación ha señalado: 

“(…), habida consideración que la libertad del juzgador se ve limitada -como señala De Otto
- por la necesidad de garantizar tres valores esenciales a todo Estado de Derecho: (i) la seguridad jurídica; (ii) la garantía de la igualdad y (iii) la unidad del Derecho. Postulados que convergen en un principio básico de la democracia constitucional, consignado en los artículos 229 superior y 2 LEAJ, el derecho de toda persona para acceder a la administración de justicia.

Garantía fundamental que también es reconocida ampliamente por múltiples instrumentos internacionales. Así el artículo 8 numeral 1 y en el artículo 25 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos, según la interpretación que se ha hecho por la Comisión Interamericana, reconoce el derecho al acceso a la justicia, como implícito en el derecho a ser oído, dentro de las garantías judiciales y como base de protección de los derechos humanos
 (se subraya).

A su turno, artículo 8 de la Declaración Universal de los Derechos y Deberes del Hombre, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948, señala que “Toda persona tiene derecho a un recurso efectivo, ante los tribunales nacionales competentes, que la amparen contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución o por la ley” (destaca la Sala).

Por su parte, el numeral 1 del artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de la Organización de las Naciones Unidas, aprobado mediante la Ley 74 de 1968, prevé que “Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil” (resaltado fuera de texto original).

Por último, el artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, aprobada en nuestro país por la Ley 16 de 1972, establece:

“1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

2. Los Estados Partes se comprometen:

a) A garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso.

b) A desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y

c) A garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso” (se destaca).

Con esta perspectiva, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el este derecho no se materializa con la simple solicitud o el planteamiento de las pretensiones procesales ante las respectivas instancias judiciales; sino que por el contrario, el acceso a la administración de justicia debe ser efectivo
. Y por lo mismo no ha dudado en reconocerle su carácter de derecho fundamental
, a partir de lo dispuesto por el preámbulo y los artículos 2, 29, 228 y 229 de la Constitución Política”
.
3. Caducidad
Por razones de seguridad jurídica, eficiencia y economía procesal, el legislador dispone la extinción de los medios establecidos para acceder a la justicia en el término previsto; estableciendo así la carga de que se acuda con prontitud, esto es, dentro del plazo fijado por la ley, so pena de que la posibilidad de hacerlo se extinga.

Las normas de caducidad son de orden público, esto es, de obligatorio cumplimiento, en cuanto se fundan en interés de que los litigios no persistan en el tiempo, en desmedro de la convivencia pacífica y que las entidades públicas puedan definir las gestiones y las políticas estatales en la materia. Sin aguardar indefinidamente la solución de controversias que podrían impedir su adopción y ejecución. 

3.1 La caducidad del medio de control de nulidad y restablecimiento en la Ley 1437 de 2011
Según el artículo 141 del C.P.A.C.A, “los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la actividad contractual, podrán demandarse en los términos de los artículos 137 y 138 de este Código, según el caso”. Así, en los términos del artículo 164 de la misma normatividad las resoluciones de adjudicación controvertidas a través del medio de control de nulidad y restablecimiento,  se demandan cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente a su notificación, ejecución o publicación, según el caso.
“Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular demandante o la reparación del daño causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, el término anterior se contará a partir de la notificación de aquel”.

3.2 Los términos de caducidad de la acción de Nulidad y Restablecimiento del Derecho en el Decreto 01 de 1984

Según el artículo 87 del Decreto 01 de 1984, las demandas  de nulidad y restablecimiento del derecho contra los actos proferidos antes de la celebración de un contrato, con ocasión de la actividad contractual, se debieron presentar en los treinta (30) días siguientes así:

“Los actos proferidos antes de la celebración del contrato, con ocasión de la actividad contractual, serán demandables mediante las acciones de nulidad y de nulidad y restablecimiento del derecho, según el caso, dentro de los treinta (30) días siguientes a su comunicación, notificación o publicación. La interposición de estas acciones no interrumpirá el proceso licitatorio, ni la celebración y ejecución del contrato. Una vez celebrado éste, la ilegalidad de los actos previos solamente podrá invocarse como fundamento de nulidad absoluta del contrato”.

4. Acumulación de pretensiones
De conformidad con el artículo 165 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en la demanda se podrán acumular las pretensiones de nulidad y de restablecimiento del derecho y las relativas al contrato, entre otras, siempre y cuando haya conexidad y se cumpla con los requisitos establecidos:
“Artículo 165. Acumulación de pretensiones. En la demanda se podrán acumular pretensiones de nulidad, de nulidad y de restablecimiento del derecho, relativas a contratos y de reparación directa, siempre que sean conexas y concurran los siguientes requisitos:

1. Que el juez sea competente para conocer de todas. No obstante, cuando se acumulen pretensiones de nulidad con cualesquiera otras, será competente para conocer de ellas el juez de la nulidad. Cuando en la demanda se afirme que el daño ha sido causado por la acción u omisión de un agente estatal y de un particular, podrán acumularse tales pretensiones y la Jurisdicción Contencioso Administrativa será competente para su conocimiento y resolución.

2. Que las pretensiones no se excluyan entre sí, salvo que se propongan como principales y subsidiarias.

3. Que no haya operado la caducidad respecto de alguna de ellas.

4. Que todas deban tramitarse por el mismo procedimiento”.

Así, en aras de garantizar el acceso a la justicia y por economía procesal, es preciso resaltar que,  aunque cada una de las acciones cuente con sus términos específicos y sus requisitos, los medios de control de nulidad, nulidad y restablecimiento contractuales y de reparación son acumulables.
5.  El caso concreto
En el asunto de la referencia la parte actora -la sociedad VALORES Y CONTRATOS S.A. VALORCON S.A., la sociedad KMC S.A.S. y el señor Jorge Luis Daza García- pretenden que “se declare la nulidad absoluta del contrato estatal de obras No SA 036 OP 2011 de fecha agosto 5 de 2011 suscrito entre el municipio de Sincelejo a través del alcalde encargado Marcos Montes Bohórquez y la unión temporal Sincelejo Siglo XX”, con ocasión de la “ILEGALIDAD de la resolución número 2301 de agosto 2 de 2011 expedida por dicho municipio, por medio de la cual se adjudicó un contrato a través de la modalidad de selección abreviada de menor cuantía, por declaratoria de desierta de la licitación No SA 036-OP 2011”. Contrato que fue adjudicado el 2 de agosto de 2011 mediante resolución n.° 2301 y suscrito el 5 del mismo mes y año. 

La caducidad de la acción de Nulidad y Restablecimiento del derecho en el caso en concreto

La parte actora pretende la nulidad absoluta del contrato n.° SA 036 OP 2011, suscrito entre el municipio de Sincelejo y la Unión Temporal Sincelejo Siglo XX, dada la “ilegalidad” de la resolución de adjudicación número 2301 de agosto 2 de 2011 y al tiempo el restablecimiento del derecho que estima vulnerado, representado en los perjuicios derivados de la decisión contenida en el acto ya relacionado. 
Para el efecto y con miras a que se contabilice la oportunidad de la pretensión indemnizatoria, invoca el término de caducidad establecido por la Ley 1437 de 2011. Solicitud que habrá de negarse si se considera que el restablecimiento tiene que ver con la resolución de adjudicación expedida el 2 de agosto del año 2011, que dio lugar al contrato celebrado el día 5 del mismo mes y año, de suerte que, como lo dispone el artículo 87 del Decreto 01 de 1984, el término de treinta (30) días, establecido para demandar los actos proferidos antes de dicha celebración, feneció el 19 de septiembre de 2011, esto es en vigencia de la misma norma.

Siendo así, resulta intrascendental  que el artículo 141 del C.P.A.C.A., en los términos del artículo 164, fije el mismo término en cuatro meses, contados a partir de la comunicación, ejecución y publicación del acto. Oportunidad que bien podría haberse invocado si la demanda se hubiese presentado antes de que se completara el término inicial de caducidad. 
En este orden de ideas y aunque la demanda se presentó en vigencia de la Ley 1437 de 2011, debe concluirse que, para entonces, la oportunidad de invocar el restablecimiento, en contra de la resolución de adjudicación ya había fenecido y en consecuencia, por este aspecto, la providencia impugnada habrá de confirmarse; empero revocarse en cuanto a la pretensión de nulidad absoluta del contrato. Esto es así, porque el actor contaba con dos (2) años para interponer el medio de control de controversias contractuales, en orden a controvertir la validez del contrato lo hizo en tiempo, si se considera que la oportunidad vencía el 2 de julio de 2014 y la demanda fue presentada el 24 de julio de 2013.

En este orden de ideas, la Sala revocará la decisión impugnada en cuanto rechazó la demanda, en lo que tiene que ver con el medio de control de control de controversias contractuales, dado que la nulidad absoluta se demandó en tiempo. En consecuencia, se devolverá la actuación al Tribunal, para que se pronuncie sobre su admisión, teniendo presente que la demanda, en lo que respecta a la nulidad absoluta del contrato se presentó en oportunidad.
En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección B,  
R E S U E L V E
PRIMERO: REVOCAR PARCIALMENTE el auto proferido el 30 de agosto de 2013, por el Tribunal Administrativo de Sucre. En su lugar CONFIRMAR la caducidad del medio de control de nulidad y restablecimiento y disponer que el a quo se manifieste sobre el medio de control de controversias contractuales impetrado en tiempo. 
SEGUNDO: DEVUÉLVASE el expediente al Tribunal de origen, para lo de su cargo.
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
RAMIRO PAZOS GUERRERO

Presidente de la Sala

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO

Magistrada
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� Antes K.M.C. INGENIEROS LTDA.


� Quienes conformaron la Unión Temporal LAS PALMAS 2011.


� Integrada por las sociedades VALORES Y CONTRATOS S.A. VALORCON S.A., KMC S.A.S. y el señor Jorge Luis Daza García.


� “La libertad del juez (en la aplicación del derecho) lesiona el principio de igualdad en la medida en que permite que casos iguales sean resueltos de manera distinta por un mismo juez o por varios, introduciendo así un factor de diversificación del que puede resultar que la ley no es igual para todos”: De Otto, Ignacio, Derecho Constitucional, Sistema de fuentes, Madrid, Ariel Derecho, 1995, p. 290.


� “El derecho a un proceso judicial independiente imparcial implica no sólo el derecho a tener ciertas garantías observadas en un procedimientos ya instituido, también incluye el derecho a tener acceso a los tribunales, que puede ser decisivo para determinar los derechos de un individuo (Comisión Interamericana de Derecho Humanos –CIDH-, Informe 10/95, caso 10.580, Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 1995).”: Balbuena, Patricia, “La Justicia no tiene rostro de mujer – obstáculos para acceso de las mujeres a la justicia”. En: AAVV El acceso a la justicia entre el derecho formal y el derecho alternativo, ILSA, 2006, pp. 240 a 243. 


� Corte Constitucional, sentencia C 037 de 1996.


� Cfr. Corte Constitucional, sentencias T- 006 de 1992, C-543 de 1992; C-544 de 1992; T.554 de 1992; C-572 de 1992, T-597 de 1992, C-599 de 1992, C-093/93 T-173 de 1993, T-320 de 1993, C-544-93, T-275-94, T-416 de 1994, T-067 de 1995, C-084 de 1995, T-190 de 1995, C-037 de 1996, T- 268 de 1996, T-502-97, C-652 de 1997, C-071-99, C-742-99, T-163/99, SU-091/00,  C-1195 de 2001.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 4 de mayo de 2011, radicado 19001-23-31-000-1998-02300-01(19957), Actor: Medardo Torres Becerra, C.P. Ruth Stella Correa Palacio.     






